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Presentación

L a pandemia ha visibilizado y profundizado aún más las grandes brechas y desigual-
dades sociales, así como las debilidades estructurales e institucionales del Perú. A 
200 años de su independencia, los viejos y graves problemas del país persisten. Sin 
embargo, el bicentenario y el proceso electoral del 2021 son una oportunidad para 

discutir los temas clave y más urgentes que deberá priorizar el nuevo gobierno, como la 
atención a la crisis sanitaria y la reactivación económica.

En este marco, seis instituciones de la academia y la sociedad civil peruana ―el Con-
sorcio de Investigación Económica y Social, la Escuela de Gobierno y Políticas Públicas de 
la Pontificia Universidad Católica del Perú, el Instituto de Estudios Peruanos, la Asociación 
Civil Transparencia, el Centro de Investigación de la Universidad del Pacífico e IDEA Inter-
nacional― han sumado esfuerzos y organizado el proyecto Perú Debate 2021: propuestas 
hacia un mejor gobierno.

Esta iniciativa tiene como objetivos fortalecer la capacidad de los partidos políticos 
para diseñar planes de gobierno, elevar el nivel del debate electoral y aportar evidencia 
y propuestas de política a las autoridades electas para el periodo 2021–2026. Como par-
te del proyecto, se han elaborado 20 documentos de política agrupados en cuatro ejes 
temáticos: (i) reforma del Estado y gestión pública, (ii) políticas sociales, (iii) desarrollo 
productivo y empleo y (iv) desarrollo y ambiente.

Cada documento de política incluye un diagnóstico, opciones de política, recomenda-
ciones para la implementación de la política propuesta y una hoja de ruta para el próximo 
gobierno con horizontes a 100 días, un año y cinco años de gestión. Todo ello se pone a 
disposición de los partidos políticos, los candidatos a la Presidencia y al Congreso de la 
República, los medios de comunicación, la sociedad civil y la ciudadanía en general.

Finalmente, este esfuerzo no hubiera sido posible sin el apoyo de nuestros cuatro alia-
dos estratégicos y 11 auspiciadores, a quienes agradecemos por su compromiso con la 
gobernabilidad democrática y el desarrollo sostenible del Perú.

Javier Portocarrero, Martín Tanaka, Cecilia Blondet
Ivan Lanegra, Gustavo Yamada y Percy Medina

Comité de coordinación
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Transformación del 
servicio policial en 
comisarías: mejorando 
la seguridad ciudadana

La seguridad ciudadana es un problema multidimensional que requiere de 
transformaciones en las instituciones a cargo del control (Policía, sistema 

judicial y carcelario) y la prevención del delito (Policía y múltiples sectores sociales).  Los 
problemas objetivos de seguridad son evidentes en el uso de la violencia, así como en el 
crecimiento de ciertos tipos de delitos. Los factores subjetivos, como el temor y la des-
confianza ciudadana, son también importantes e impactan en la capacidad del Estado 
para enfrentar la criminalidad en su complejidad. La carencia de políticas públicas imple-
mentadas con éxito en el país limita la posibilidad de una reforma estructural o de una po-
lítica macro que enfrente todos los elementos necesarios para realizar una intervención 
exitosa. Tomando en cuenta lo anterior, se propone una iniciativa que busque transformar 
la gestión policial en las comisarías, aumentando la efectividad del patrullaje por sector, 
fortaleciendo la relación con la comunidad y consolidando los espacios de denuncia e 
investigación criminal. Esta intervención tiene impactos sobre los sistemas de formación 
policial ―carrera e incentivos de crecimiento―, así como en los programas de preven-
ción del delito actualmente en desarrollo. El primer año, se desarrollará una etapa inicial 
en las comisarías de Lima Metropolitana; asimismo, se diseñará el marco jurídico y admi-
nistrativo para su posterior implementación en el resto del país. 

PALABRAS CLAVE: reforma policial, seguridad ciudadana, 

comisarías, prevención de delitos

RESUMEN
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E n el marco de las próximas elecciones generales del 2021, se busca entregar alter-
nativas de políticas públicas en temas clave, que puedan ser discutidos y evalua-
dos por los equipos técnicos de los partidos políticos para la elaboración de sus 
programas de gobierno. En este documento, se propone una política de transfor-

mación policial que permita aumentar la eficiencia y eficacia de la seguridad ciudadana. 
Considerado uno de los principales problemas que afectan a la población en las últimas 
dos décadas, pocos son los intentos estructurales y sostenidos en el tiempo dedicados a 
mejorar la capacidad del trabajo policial. 

Si bien los cambios necesarios son multidimensionales y además interinstitucionales, 
consideramos que una intervención sobre la forma en que la Policía Nacional del Perú (PNP) 
organiza el trabajo en las comisarías se torna vital para enfrentar la brecha en la relación 
con la ciudadanía. Esta es una propuesta específica que puede ser llevada a cabo durante 
una administración gubernamental de cinco años, si se cuenta con voluntad política y 
compromiso de largo plazo. La experiencia en el Perú muestra que propuestas de trans-
formaciones estructurales no se logran implementar y que en el escenario de las políti-
cas de seguridad se encuentran cuatro elementos centrales: (i) diagnósticos basados en 
evidencia flexible y poco sólida, y por ende, muy 
poco detallados; (ii) múltiples iniciativas de ela-
boración de documentos de política, indicado-
res, acciones e incluso sistemas de evaluación 
que quedan sin implementación; (iii) duplicación 
de acciones, políticas e iniciativas; (iv) falta de 
implementación de sistemas de información, mo-
nitoreo y evaluación de políticas. En este contex-
to, el presente documento propone una política 
viable que tendrá un rol central en un escenario 
de pandemia y pospandemia en el país.

El Perú enfrenta un importante problema de 
inseguridad. Si bien la información disponible es 
débil y poco sistemática, la evidencia sustenta la 
preocupación por un área de la política pública 
que requiere ser transformada con urgencia. 

En general, el Perú es considerado un país con un nivel de violencia mediano en Amé-
rica Latina,  dado que la tasa de homicidios ha fluctuado entre 5.4 y 7.6 casos cada 100,000 
habitantes en el período 2011-2018 (INEI, 2020). Es cierto que no está entre los países más 
violentos del mundo, pero la tasa ha aumentado de forma sostenida en el tiempo y se 
ubica muy cerca del promedio latinoamericano. Adicionalmente, la información disponible 
muestra algunos hechos preocupantes: 

●	 Como se puede observar en el Gráfico 1, hay 11 departamentos que se ubican por en-
cima del promedio nacional, con tasas que se acercan a los países con niveles de vio-
lencia epidémica. 

●	 La información disponible entrega variaciones que no se explican por iniciativas de 
política pública o cambios en el comportamiento criminal, lo que genera desconfianza 
sobre las cifras. Así por ejemplo, entre 2017 y 2018, Madre de Dios bajó 12 puntos porcen-
tuales, mientras que Tacna casi triplicó su tasa pasando de 3.1 a 8.8 por cada 100,000 
habitantes. 

Diagnóstico de
la situación actual

El Perú es un país con un nivel de 
violencia mediano en América 
Latina, dado que la tasa de 
homicidios ha fluctuado entre 5.4 y 
7.6 casos cada 100,000 habitantes 
en el período 2011-2018. Aunque no 
está entre los países más violentos 
del mundo, la tasa ha aumentado de 
forma sostenida en el tiempo.
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Más allá de la tasa de homicidios, la limitada información comparada que hay en la re-
gión permite identificar otros elementos que efectivamente reconocen la complejidad 
del fenómeno de la seguridad en el Perú.  El Gráfico 2 muestra que nuestro país tiene el 
mayor porcentaje de personas que dijeron ser víctimas de un delito en el último año. Ello 
se vincula con la información comparada del Gráfico 3, donde se ubica en el segundo lugar 
de los países con mayor porcentaje de ciudadanos con temor de ser víctimas de un delito.  

Fuente: INEI (2020).

Gráfico 1. Tasa de homicidios por cada 100,000 habitantes en departamentos del Perú, 2018
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Gráfico 2. Victimización general en América Latina, 2018
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La información nacional no es menos elocuente. Según la Encuesta Nacional de Pro-
gramas Presupuestales (ENAPRES), en el periodo 2015-2020, la victimización prácticamente 
se mantuvo en niveles similares, lo que implica que alrededor de un tercio de los habitan-
tes del país han sido víctimas de un delito de forma anual.  La sensación de inseguridad, 
por otro lado, ha mostrado una caída importante en el mismo periodo, pero aún se man-
tiene alta. Así, en marzo 2020, el 84.6% de los entrevistados dijo tener temor a ser víctima 
de un delito. 

Gráfico 3. Sensación de inseguridad en América Latina, 2018

Fuente: LAPOP (2019). 
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Gráfico 4. Victimización y temor en Perú, 2015-2019
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Tal vez, uno de los mayores problemas para poder enfrentar la criminalidad en el Perú 
es el desconocimiento. Como se puede observar en el Gráfico 5, los delitos que son efec-
tivamente denunciados a la Policía a nivel nacional llegaron al 16% el 2018. Es decir, de cada 
100 delitos que ocurren, la Policía solo conoce 16 y probablemente logra resolver dos o tres.  

8REFORMA DEL ESTADO  Y G ESTIÓ N P ÚB LICA



La baja presencia de mecanismos de vigilancia (menos del 50% en la mayoría de los 
departamentos del país), sumada a la poca confianza en las instituciones dedicadas a 
la seguridad y justicia, tienen un impacto directo sobre las denuncias. Esto consolida un 
círculo vicioso de desconocimiento e improvisación que solo alimenta el incremento de 
la criminalidad. 

Grafico 5. Delitos denunciados por departamento y zona, 2018

Fuente: ENAPRES (Ministerio del Interior, 2020). 

Na
ci

on
al

 U
rb

an
o

Am
az

on
as

Án
ca

sh
Ap

ur
ím

ac
Ar

eq
ui

pa
Ay

ac
uc

ho
Ca

ja
m

ar
ca

Ca
lla

o
Cu

sc
o

Hu
an

ca
ve

lic
a

Hu
án

uc
o

Ic
a

Ju
ní

n
La

 L
ib

er
ta

d
La

m
ba

ye
qu

e
Pr

ov
in

ci
a 

de
 L

im
a

Lo
re

to
M

ad
re

 d
e 

Di
os

M
oq

ue
gu

a
Pa

sc
o

Pi
ur

a
Pu

no
Sa

n 
M

ar
tín

Ta
cn

a
Tu

m
be

s
Uc

ay
al

i
Co

st
a

Re
gi

ón
 L

im
a

Se
lv

a
Si

er
ra

100%
90%
80%
70%
60%
50%
40%
30%
20%
10%
0%

Denunció           No denunció

Enfrentar la seguridad ciudadana es un esfuerzo multidimensional e interinstitucional, 
pero una de las piezas angulares de estas políticas es la Policía Nacional del Perú, de-
pendiente del Ministerio del Interior. Ambas instituciones requieren un proceso profundo 
de transformación, que permita tomar decisiones serias y sostenibles en el tiempo; asi-
mismo, que posibilite salir del constante proceso de elaboración de planes y programas, 
que si bien cuentan con calidad en la definición, luego enfrentan serios problemas en la 
gestión, implementación y evaluación.  Lo primero que se puede afirmar es que el Perú ha 
aumentado su inversión en esta cartera. Como se puede ver en el Gráfico 7, en el periodo 
2012-2019, el monto presupuestario ha aumentado en 102%. 

Gráfico 6. Desconfianza en FF.AA. y Policía en Perú, 1995-2018

Fuente: Latinobarómetro (2020). 
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La PNP, al año 2018, contaba con más de 140,000 funcionarios, de los cuales 10,000 eran 
oficiales. Entre los suboficiales, más de 125,000 se ubicaban en el escalafón de suboficial 
de armas; es decir, de trabajo de terreno. Cabe destacar que el personal policial ha aumen-
tado sostenidamente en los últimos años. Información oficial muestra, por ejemplo, que el 
2013 se contaba con 104,000 funcionarios.  Sin embargo, la dotación destinada a comisarías 
es mucho menor. Para el año 2017, se estimaba que solo 41,751 policías estaban asignados 
a las comisarías (Dammert et al., 2017), lo que dividido en tres turnos de trabajo dejaba un 
número presencial extremadamente bajo para cumplir con sus funciones. De hecho, un 
informe de la Contraloría (2019) reconoce que hay un efectivo policial en comisarías cada 
803 ciudadanos en promedio en el país, lo que aumenta a uno cada 1151 en La Libertad. 

Dentro de las áreas de inversión más importante, se encuentra el “patrullaje por sec-
tor”, que representó 2273 millones y 5084 millones de soles en los años 2012 y 2020, respec-
tivamente.  Es decir, la inversión no se ha movido en la misma dirección de los principales 
indicadores de seguridad, lo que puede estar mostrando ineficacia en el uso del dinero 
público. Llama la atención, por ejemplo, que se cuente con un patrullero cada 17,829 per-
sonas en promedio en el país. Es Ucayali el departamento con peor distribución, con un 
patrullero cada 56,058 personas (Contraloría, 2019). 

La precariedad del trabajo policial es evidente. Si bien la inversión ha sido aumentada 
de forma sostenida en el tiempo, esto no ha traído mejores indicadores en el trabajo de 
las comisarías (pieza central de la relación Policía-comunidad) (Dammert y Castañeda, 
2019; Dammert, 2018). Los datos del informe de la Contraloría General de la República (2019) 
son de especial complejidad: 

●	 El 29.8% de comisarías a nivel nacional no ejecutaría el servicio de patrullaje integrado 
con la municipalidad de su jurisdicción, lo cual afectaría el alcance e impacto de las 
actividades de patrullaje que de forma independiente realizan ambas entidades. 

●	 El 55.1% de comisarías a nivel nacional no habría contado con el Plan de Patrullaje Inte-
grado para el año 2019, situación que denotaría la ausencia de acciones articuladas 
e integradas entre las comisarías y municipalidades y la posible subutilización de los 
recursos no dinerarios que deben destinarse para fines de seguridad ciudadana. 

●	 Los efectivos policiales que realizan patrullaje motorizado y a pie no contarían con el 
equipamiento completo que requiere la ejecución de dicha actividad, lo cual afectaría 
la eficacia del servicio a la ciudadanía y la integridad física de los propios policías. 

●	 El 36.9% de comisarías a nivel nacional no habría contado con el Plan de Trabajo Anual 
de Capacitación para Juntas Vecinales de Seguridad Ciudadana para el año 2019, lo cual 

Gráfico 7. Asignación presupuestaria al Ministerio del Interior, 2012-2019

Fuente: MEF (2020). 
Nota: Se incluye el presupuesto total del MININTER, dado que aún no se ha desarrollado una adecuada taxonomía de gasto en seguridad ciu-
dadana. Una posible variable proxy sería la función de orden y seguridad, pero la misma incluye al gobierno nacional así como a los regionales 
y locales. Se requiere con urgencia avanzar en un sistema de monitoreo de lo que se invierte específicamente en seguridad ciudadana.
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denotaría que no están adecuadamente informadas sobre los programas preventivos, 
mecanismos de alerta temprana y otras actividades afines. 

●	 18.6% de efectivos policiales de las comisarías a nivel nacional, encargados de atender 
las denuncias sobre violencia familiar, no habrían sido capacitados en la aplicación de 
la Ley N.° 30364 (Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra las Mujeres y 
los Integrantes del Grupo Familiar), lo cual no estaría permitiendo su adecuada y opor-
tuna atención. 

●	 Las comisarías a nivel nacional no habrían ejecutado el 17.3% de las medidas de pro-
tección que les fueron enviadas por los Juzgados de Familia, situación que afectaría la 
integridad física de la víctima y denunciante. 

●	 El 54.0% de comisarías, a nivel nacional, no contaría con un mapa gráfico y georreferen-
cial de las medidas de protección remitidas por el Juzgado de Familia, lo cual podría 
afectar la adecuada programación y ejecución de las mismas para la protección de las 
víctimas y denunciantes de actos de violencia familiar. 

●	 El 30.9% de los vehículos motorizados que se destinan al patrullaje se encontrarían 
inoperativos, situación que afectaría la cobertura del servicio de patrullaje e incre-
mentaría la percepción de inseguridad entre los ciudadanos de la jurisdicción de las 
comisarías. 

Llama la atención que las políticas y programas diseñados en los últimos años tienden 
a reconocer los problemas y desafíos del sector. Sin embargo, las propuestas de solución 
son generalmente amplias y con bajos niveles de evaluación y monitoreo (CEPLAN, 2016). De 
hecho, el Plan Nacional de Seguridad Ciudadana 2013-2018 cumplió solo parcialmente tres 
de los cuatro indicadores propuestos como metas, y la que se asume que se cumplió es la 
reducción en 10% del número de mujeres víctimas de violencia. Este dato al menos genera 
dudas en términos del verdadero logro (Hernández, 2019). 

En el marco de la COVID-19, la PNP ha sido golpeada fuertemente. La falta de protocolos 
de respuesta a esta crisis es evidente y preocupante, dado que el país podría enfrentar 
situaciones similares en el marco de posibles desastres naturales u otros hechos pandé-
micos (dengue, malaria, etc.). Si bien la información de contagios y fallecidos no es aún ofi-
cial, el escenario planteado por diversos actores públicos durante el periodo marzo-sep-
tiembre 2020 representa alta preocupación en cuatro áreas específicas: contención del 
crimen, contención de las violaciones al reglamento sanitario, autocuidado y protección 
de víctimas. 

Los desafíos de seguridad ciudadana en el Perú son múltiples, pero todos se vincu-
lan con la capacidad de acción de la PNP. Ningún esfuerzo gubernamental tendrá éxito 
sin una verdadera reforma institucional que permita modernizar respuestas, fortalecer 
los equipos técnicos, mejorar los sistemas de información y consolidar mecanismos de 
monitoreo y evaluación. Dada la integralidad de la transformación requerida, a continua-
ción se delinea la necesidad de una intervención completa, pero también se hace foco en 
un programa de mejoramiento del trabajo en comisarías como un primer paso necesario 
para potenciar la legitimidad y efectividad de la Policía.  

Para el año 2017, se estimaba que solo 41,751 policías 
estaban asignados a comisarías. [...] Un informe de la 
Contraloría (2019) reconoce que hay un efectivo policial 
en comisarías cada 803 ciudadanos en promedio en el 
país, lo que aumenta a uno cada 1151 en La Libertad.
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L a reforma policial es un proceso necesario para poder enfrentar los problemas de 
violencia y criminalidad que tiene el país. El aumento de la inversión no es suficiente 
dados los constantes recambios de liderazgos en el Ministerio del Interior, y por 
ende de equipos técnicos, así como de las múltiples áreas clave que no han sido 

priorizadas en los últimos años. Para el logro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ODS) 16 y 5, es fundamental la transformación policial. Ambos ODS son clave en términos 
individuales e institucionales. 

Como se puede observar en el Diagrama 1, las dimensiones y espacios de transforma-
ción que se requieren son diversos y de largo plazo. 

Opciones de política

Diagrama 1. Elementos centrales de la transformación policial en Perú, 2021-2026

 Institucionalidad  

Gestión general 
del Ministerio

del Interior  

Sistemas de 
beneficios (salud, 

pensiones)  

Marcos 
normativos

Sistemas de 
crecimiento de 

carrera  

Gestión general 
de la PNP

Comunicaciones

 Formación

Currículo 
oficialidad/

Suboficialidad 

Perspectiva 
de género

Admisión

Gestión 
académica 

Estructura de 
gobernanza siste-

ma educacional

 Investigación 

Laboratorios

Formación 
profesional

Especialización  

Colaboración 
con Fiscalía

Información

Gobernanza 
de la 

información

Monitoreo y 
evaluación 
(externa e 

interna) 

Sistema nacional 
de información 

policial/ 
criminalidad   

Equipamiento

Interoperabilidad 
del sistema

Sistema
de control

Mecanismos 
externos de 

control

Reforma del 
control interno  

Limitación 
de duplicación 
MININTER/PNP

Aumento de la 
transparencia  

Operatividad 
policial

Elaboración de 
estrategia de 

prevención 
policial 

Fortalecimiento 
de comisarías 

Transformación 
de sistema de 

patrullaje 

Consolidación de 
indicadores

Elaboración propia.

Tomando en cuenta la viabilidad política, técnica y económica de las directrices públi-
cas necesarias para enfrentar los serios problemas en la gestión de seguridad, se definen 
tres alternativas de política. Todas están vinculadas con la necesaria (o urgente) trans-
formación de la PNP. Nuevamente, vale la pena afirmar que, sin un cambio en la PNP, las 
iniciativas de política sectorial enfrentarán los problemas y dificultades que se han hecho 
presentes en la actualidad. Cabe destacar, además, que las tres alternativas de política 
han sido destacadas en las políticas nacionales como de especial importancia. Se pro-
ponen como opciones de política prioritaria, para el periodo 2021-2026, tres escenarios: 
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●	 Consolidación de capacidades de investigación criminal 
	 Es sin duda un área que requiere ser intervenida en el corto plazo en Perú. En el año 2018, 

el trabajo vinculado con esta área reconocía más de 179,000 investigaciones, 365,000 
pericias y 50,000 requisitorias realizadas. La organización comprende las Divisiones de 
Investigación Criminal (DIVINCRI), Departamentos de Investigación Criminal (DEPINCRI) y 
Oficinas de Criminalística (OFICRI), con más de 5000 funcionarios policiales destinados 
a estas tareas. La infraestructura destinada es limitada (en todo el país, menos Callao 
y Lima, en el año 2018, la PNP contaba con 52 vehículos, 158 camionetas y 90 motos utili-
zables para las tareas de investigación). Los resultados son evidentes: pocos casos se 
resuelven y los niveles de impunidad son muy altos. Esta es un área que sin duda debe 
ser reformada pero que requiere de una interacción constante con el Ministerio Públi-
co, así como transformaciones estructurales que pueden no tener necesariamente 
impacto en la relación cotidiana con la comunidad en una coyuntura post-COVID-19. La 
carencia de un mecanismo claro de coordinación es evidente, dada la inversión que 
―en el marco del Nuevo Código Procesal Penal― está realizando el Ministerio Público 
para el desarrollo de sus propios laboratorios.

●	 Transformación del trabajo policial en comisarías 
	 Tomando en cuenta un escenario de nueva administración de gobierno 2021-2026, que 

estará marcado por el proceso post-COVID-19, que en términos sanitarios y económi-
cos traerá graves retrocesos en el país, consideramos de especial relevancia concen-
trar los cambios a nivel del servicio que se presta en las comisarías por dos motivos 
centrales: (i) es un espacio clave reconocido por la ciudadanía para realizar múltiples 
gestiones y solicitar apoyo en casos de violencias, criminalidad y otros problemas co-
tidianos, y (ii) el trato policial en las comisarías 
es un factor central para el fortalecimiento de 
su legitimidad como institución, especialmen-
te si se cumplen los parámetros de respeto a 
los derechos humanos, trato justo y no dis-
criminación. La relación con la comunidad se 
construye desde estos espacios, lo que per-
mite aumentar la capacidad de respuesta po-
licial en prevención y control del delito.

●	 Reforma del sistema de educación policial 
	 La transformación del sistema de educación 

policial requiere de un análisis internacional, 
que compare las mejores formas de capacitar 
a los miembros de la institución policial, consi-
derando los perfiles de egreso esperados de las diversas especialidades. De igual for-
ma, se requiere definir un catastro de los espacios donde se desarrolle el proceso de 
educación policial y evaluar sus costos, así como tiempos de implementación. La conso-
lidación de un cuerpo de profesores civiles que puedan fortalecer un proceso de forma-
ción externo ―con conocimientos al día― y la vinculación con la sociedad civil es vital. 
Se necesita una revisión de los mejores mecanismos para establecer esta vinculación. 

	
	 En la actualidad, de las 29 Escuelas PNP, 10 no cuentan con tópicos de salud, siete no tie-

nen ni agua ni desagüe, 21 no tienen polígono de tiro, ninguna cuenta con Wi-Fi, ninguna 
cuenta con laboratorios de investigación criminal, ninguna con escenarios de práctica 
policial. Es decir, la situación de la formación policial es crítica. Así, el DS N.° 018-2019-IN 
dispuso la continuidad de solo 10 escuelas de formación policial y la reforma del resto 
debido a la inadecuada organización, funcionamiento y no responder a una planificación. 
Adicionalmente, se evidenciaron bajos estándares de calidad académica, causados por 
procesos de admisión poco exigentes, así como una deficiente infraestructura y equipa-
miento que no garantiza condiciones mínimas para adecuado funcionamiento. Finalmen-
te, el mismo mensaje del DS reconoce que se cuenta con insuficientes recursos humanos 
y financieros para sustentar la operación en el largo plazo, y para garantizar el cumpli-
miento de objetivos o el bienestar de los estudiantes. A fines de agosto de 2020, el estado 
de la inversión era completamente lento. Se tenían cuatro escuelas de suboficiales sin 
estudios de preinversión y cuatro escuelas en fase de ejecución, todas con retraso. 

La infraestructura es limitada. En 
todo el país, sin tomar en cuenta 
a Callao y Lima, en el año 2018, la 
PNP contaba con 52 vehículos, 158 
camionetas y 90 motos para las 
tareas de investigación criminal. 
Los resultados son evidentes: 
pocos casos se resuelven.
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La Tabla 1 compara los factores que son de especial importancia para priorizar un ob-
jetivo de política. Es importante resaltar que la priorización no implica abandonar las otras 
áreas de intervención, sino más bien no enfocarlas como el objetivo principal.  Se revisan 
seis dimensiones clave para la identificación de la mejor opción de política en la coyuntu-
ra que enfrentará el próximo gobierno. 

En primer lugar, la posibilidad de usar recursos financieros reajustables se vincula a 
la necesidad de utilizar recursos con los que ya cuenta el sector pero que podrían ser 
redefinidos en focos distintos dentro de la misma intervención. De las tres políticas revi-
sadas, se considera que el trabajo en comisarías es la que más viabilidad financiera tiene 
en el marco del actual ejercicio presupuestario, dada la amplitud de la inversión en el área 
patrullaje y en general en diversos ítems vinculados con el funcionamiento de las comisa-
rías. Las otras dos políticas, si bien encuentran un margen en la definición presupuestaria, 
requieren de una inversión nueva y mayor para la construcción de laboratorios y centros 
de formación policial.  

Segundo, reconociendo que el impacto en la relación con la comunidad es clave para 
aumentar la efectividad de las iniciativas de prevención y control del delito, se reconoce 
que las tres políticas tienen la posibilidad de fortalecer esta relación. Sin embargo, es la 
transformación del trabajo en comisarías la que podría traer más beneficios a corto plazo.  

Tercero, múltiples son los programas que se están desarrollando en el marco de la 
emergencia de la COVID-19, muchos de los cuales buscan brindar espacios seguros en los 
recintos policiales, tanto para los funcionarios como para la ciudadanía que deba desa-
rrollar algún trámite policial. También se reconoce que la PNP está implementando inicia-
tivas que tienden a fortalecer el trabajo de investigación, pero no es del todo clara la 
prioridad que las mismas tendrán en el corto plazo. Finalmente, en relación a un préstamo 
del Banco Interamericano del Desarrollo, se está iniciando un proceso de transformación 
del currículo policial.

Una cuarta dimensión consiste en la oportunidad de que las intervenciones propues-
tas permitan generar sinergias de coberturas en el marco de la COVID-19 y el periodo 
post-COVID-19. Este es un elemento fundamental para comprometer un trabajo policial 
que proteja a funcionarios y ciudadanía de posibles contagios. Entre las tres propuestas, 
la reforma del sistema de educación policial es el único que se considera que no tiene un 
impacto directo en esta área. 

Quinto, si bien las iniciativas de política necesarias para enfrentar los principales pro-
blemas de seguridad son intersectoriales, las experiencias de trabajo han sido poco exi-
tosas. En el contexto del próximo gobierno, se propone priorizar aquellas que puedan 
ser diseñadas e implementadas por un solo sector para asegurar el logro de sus metas 
y objetivos.  

Finalmente, la sexta dimensión tiene que ver con la seguridad de las mujeres frente a 
los múltiples hechos de violencia que ocurren en espacios públicos y privados. Sin duda, 
la capacidad de investigación y formación son clave para aumentar la eficacia, eficiencia 
y justicia de los procesos vinculados a estas problemáticas; sin embargo, tienen impactos 
de mediano y largo plazo. El trabajo en comisarías, especialmente en aquellas donde se 
han instalado Centros de Emergencia Mujer (CEM), tendría un impacto directo y de corto 
plazo en la atención de las víctimas y sus hijos, la investigación de los casos y la consoli-
dación de una red de protección. 

De las tres políticas revisadas, se considera que el trabajo 
en comisarías es la que más viabilidad financiera tiene en 
el marco del actual ejercicio presupuestario.
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Tabla 1. Comparación de iniciativas de política

Fuente y elaboración propias. 

Recursos financieros 
reajustables 

Impacto directo en 
la relación con la 
comunidad

Vinculación con 
programas en 
implementación 
 
Oportunidad para 
aumentar cobertura 
en los periodos 
de COVID-19 y 
post-COVID-19

Participación de 
otras instituciones

Mejorar la cobertura 
de la violencia 
contra la mujer 

Consolidación 
de capacidades 
de investigación 
criminal

Reforma del 
sistema de 
educación 
policial

Transformación 
del trabajo 
policial en 
comisarías 

Debido a su impacto más directo en las múltiples áreas del trabajo policial, se recono-
ce que la transformación de la gestión policial en las comisarías podría ser una alternativa 
de política clave para la coyuntura post-COVID-19, que implicará restricciones presupues-
tarias, así como la necesidad de una Policía más cercana y directamente involucrada con 
la comunidad. Vale la pena destacar que el impacto de las medidas se reconoce a partir de 
los problemas objetivos (denuncias, investigación y respuesta policial) como subjetivos 
(sensación de inseguridad y desconfianza). 
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L a inversión pública en la PNP es sustancial y tiene múltiples espacios de mejora-
miento en términos de eficiencia y efectividad. Las tres iniciativas de política pro-
puestas tienen importantes definiciones presupuestarias, que involucran desde la 
regularización de los inmuebles que ocupa la institución hasta el mejoramiento de 

los sistemas de información, formación y capacitación policial. Especialmente en el caso 
de la investigación criminal, se debería incluir también un sistema interinstitucional que 
permita mejorar el seguimiento de casos investigados con el Ministerio Público; asimismo, 
sistemas de seguridad para la información que se procede a digitalizar.  Cabe destacar 
que la presencia de múltiples centros de costo, así como una limitada transparencia en 
la información presupuestaria en detalle, inhibe la posibilidad de analizar los espacios de 
duplicación. Por ejemplo, desde el año 2017, el Fondo Especial de Seguridad Ciudadana ha 
comprometido recursos por 546.2 millones de soles y ha ejecutado 506.4 millones de soles. 
En 2019 y 2020, el 64% de sus recursos estuvieron destinados al mejoramiento de comisa-
rías y escuelas técnicas de la PNP, por un total de 175.3 millones de soles.

La información disponible para el año 2019 mostró que el monto para “presupuesto por 
sector” era de 25,000 millones de soles, y el de “operativos policiales”, de 14,000 millones de 
soles. Ambos ítems de gasto incluyen múltiples tareas y acciones que se desarrollan des-
de las comisarías, pero una mirada general impide conocer con más detalle sus niveles de 
eficacia o eficiencia. 

En el caso de la propuesta de transformación 
del sistema de educación policial, esta debería in-
cluir la construcción de una escuela y una acade-
mia destinadas a la formación, así como la renova-
ción de la infraestructura de los espacios que en 
la actualidad se usan para la formación policial en 
todas las regiones del país. Un proceso paralelo re-
quiere la transformación del currículo institucional, 
así como una relación con centros de investigación 
y universidades que puedan brindar apoyo en la 
consolidación de un cuerpo de profesores al día en 
los conocimientos necesarios para definir un perfil 
policial acorde a los desafíos actuales. 

La transformación de la gestión en comisarías 
tiene costos de gestión específicos. La PNP cuenta 
en la actualidad con gastos destinados a mejoras 
de la infraestructura, así como a instalación de tecnología y a vehículos. Sin embargo, la 
limitada capacidad de gestión integrada inhibe el desarrollo de un proyecto estructural de 
transformación y priorización del trabajo policial en la relación directa con el ciudadano. 

A continuación, se resumen los principales costos y beneficios de cada una de las op-
ciones. 

Costos y beneficios 
de las opciones
de política

La limitada capacidad 
de gestión integrada 
inhibe el desarrollo 
de un proyecto 
estructural de 
transformación 
y priorización del 
trabajo policial.
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●	 Inversión en 
infraestructura y 
tecnología para 
laboratorios 

●	 Inversión en elementos 
necesarios para las 
pericias 

●	 Capacitación y 
entrenamiento de 
personal 

●	 Contratación de 
peritos en diversas 
áreas para potenciar la 
cobertura nacional 

●	 Aumento de la 
eficiencia de la 
investigación criminal 

●	 Fortalecimiento de 
la cooperación PNP/
Ministerio Público

●	 Disminución de la 
impunidad en delitos 
graves

●	 Fortalecimiento de la 
capacidad técnica de 
la PNP con laboratorios 
y peritajes de calidad 
en todo el país

●	 Inversión en la 
construcción de nuevas 
sedes de educación y 
entrenamiento 

●	 Inversión en 
readecuación 
tecnológica en centros 
de formación 

●	 Desarrollo de un perfil de 
egreso y redefinición de 
las mallas formativas 

●	 Contratación de cuerpo 
de profesores 

●	 Contratación de apoyo 
de centros de estudios y 
universidades 

●	 Aumento de la capacidad 
de respuesta policial 

●	 Mejoramiento de la 
utilización de sistemas de 
información 

●	 Mejoramiento en el 
manejo de nuevas 
tecnologías 

●	 Disminución de los 
hechos de violencia 
policial 

●	 Desarrollo de una 
perspectiva policial 
basada en perspectiva de 
derechos humanos

●	 Inversión en regularizar 
situación jurídica de la 
infraestructura

●	 Mejoramiento de las 
comisarías para asegurar 
mecanismos de protección 
sanitaria

●	 Inversión en sistemas 
de administración e 
información del trabajo 
policial 

●	 Inversión en monitoreo y 
evaluación de programas 
de patrullaje preventivo

●	 Mejoramiento de la relación 
Policía/comunidad 

●	 Aumento de los 
mecanismos de protección 
contra COVID-19 de los 
funcionarios policiales

●	 Aumento de la eficiencia en 
el patrullaje policial 

●	 Disminución del tiempo 
de gestión de los trámites 
de la denuncia y la 
investigación 

●	 Mejoramiento en el trato 
a las víctimas de violencia 
contra la mujer 

Tabla 2. Costos y beneficios de las opciones de política pública

Consolidación de 
capacidades de 
investigación criminal

Reforma del 
sistema de 
educación policial 

Transformación 
del trabajo policial 
en comisarías 

C
o

st
o

s
B

e
n

e
fi

ci
o

s

Fuente y elaboración propias.

Las tres alternativas de política propuestas requieren de una fuerte intervención ci-
vil, desde el Ministerio del Interior, que permita implementarlas de forma transparente y 
atendiendo los desarrollos tecnológicos, así como la evidencia internacional. Tomando 
en cuenta la inercia corporativa presente en las organizaciones policiales, es posible que 
haya importante resistencia a las iniciativas propuestas. Estas deben ser incorporadas 
en el diseño inicial para potenciar un equipo interno del MININTER y de la PNP que provea 
líderes positivos para la ejecución de las mismas. 

En un escenario post-COVID-19, que marcará todo el proceso de gestión del próximo 
gobierno, consideramos que la opción de transformación del trabajo en comisarías es 
la más apropiada y viable. En el marco de la crisis de la pandemia, se aprobó un decreto 
de urgencia que permite financiar un paquete de mejoras para las comisarías. Los esti-
mados definidos para este proceso evidencian un gasto de 3900 millones destinados al 
mejoramiento de las comisarías y 17,600 millones para los kits sanitarios de protección del 
personal policial. 
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Si bien la inversión en comisarías podría ser sustancial, puede tener resultados más 
directos en la seguridad objetiva (disminución de delitos y aumento de eficiencia de la 
investigación) así como en la subjetiva (aumento de percepción de presencia policial, me-
jora en la percepción de trato digno en las comisarías y disminución de la inseguridad).  
Lamentablemente, la carencia de información más precisa en este sector inhibe el de-
sarrollo de una propuesta de costos detallada; sin embargo, se pueden identificar tres 
tendencias de gasto de los últimos años que reconocen la necesidad de una intervención 
en la gestión de comisarías. Primero, se ha invertido de forma constante en adquisición de 
mobiliario, así como en infraestructura de comisarías en las últimas décadas sin claridad 
en los resultados. Sistemáticamente, se solicitan fondos, por ejemplo, para compras de 
muebles, impresoras y computadoras sin un ejercicio claro de seguimiento de las mismas. 
Segundo, más del 15% del personal de la PNP recibe bonos por trabajo administrativo. No 
obstante, no es claro cuáles son las funciones que se están cumpliendo ni en qué áreas 
del trabajo policial, situación que debe ser analizada para potenciar el trabajo de gestión 
institucional, así como para aumentar la calidad de la gestión policial. Tercero, múltiples 
son las partidas presupuestales que incluyen inversión en comisarías, pero no se cuenta 
con un sistema integrado, al día y transparente que reconozca los avances y déficits, es-
pecialmente en términos de dotación de vehículos para el patrullaje. Toda la información 
es de carácter tentativo o está en proceso de verificación.

Las tres alternativas de política 
propuestas requieren de 
una fuerte intervención civil, 
desde el Ministerio del Interior, 
que permita implementarlas 
de forma transparente y 
atendiendo los desarrollos 
tecnológicos, así como la 
evidencia internacional.
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E n el marco de la transformación del trabajo policial en comisarías, se propone au-
mentar la efectividad en la forma en que se desarrollan las tareas y se definen los 
procesos de trabajo cotidiano.  En un estudio sobre eficiencia policial, el principal 
resultado hallado es la necesidad de tomar el efecto del contexto local si se busca 

aumentar la calidad de la respuesta policial (Alda y Dammert, 2019). Se debe partir de una 
redefinición del modelo organizacional de las comisarías, priorizando cinco áreas cen-
trales para mejorar la seguridad en el marco de la pospandemia (Dammert et al., 2017). A 
continuación, se detalla el trabajo para cada una de dichas áreas.

i.	 Patrullaje policial. Se torna urgente mejorar la efectividad y eficiencia del patrullaje 
policial, que en la actualidad cubre mal y de forma limitada aquellos lugares que más se 
requieren. En este objetivo, se proponen iniciativas de corto, mediano y largo plazo: 

●	 Revisar la asignación de los vehículos y del personal para el patrullaje, a fin de prio-
rizar los distritos de mayor incidencia delictiva y en situación de desprotección (au-
sencia o escasa cobertura de Serenazgo y vehículos municipales).

●	 Modificar el horario 24x24 y reemplazarlo por un sistema que privilegie la calidad de 
vida del funcionario y la presencia policial en los lugares de mayor concentración 
delictual. 

●	 Asignar un vehículo a cada comisaría para funciones diferentes al patrullaje: trasla-
do de detenidos, investigación de delitos, traslado de detenidos para dosaje etíli-
co, entre otras tareas.

●	 Implementar nuevas categorías en el registro de información del SIDPOL, pues hay 
información valiosa que solo se está registrando en los documentos policiales: ca-
tegorías sobre el consumo de alcohol y drogas asociadas a las denuncias, medio 
empleado en el delito, datos sobre los vehículos robados (marca, modelo, año), más 
información sobre las víctimas (edad, grado de instrucción, víctima reiterativa), de-
talle de las especies sustraídas, etc.

●	 Eliminar sistemas paralelos de registro de información, tales como la base de datos 
de personas empadronadas en el Programa Vecindario Seguro.

ii.	 Atención de casos de familia. El trabajo en la sección de familia tiene características 
singulares por la alta sensibilidad de los casos tratados y sus efectos en los policías 
asignados. En este sentido, se proponen iniciativas de corto, mediano y largo plazo:

●	 Desarrollar un manual y protocolo para la atención en las comisarías de los casos 
de familia, con base en las buenas prácticas existentes.

●	 Capacitar y sensibilizar al personal nuevo en la oficina de familia.
●	 Dar soporte psicológico al personal que trabaja en los casos de familia en las comi-

sarías.
●	 Capacitar constantemente sobre estrategias de gestión de la violencia, incluyendo 

aspectos psicológicos, sociales y legales.
●	 Evaluar el piloto de CEM en comisarías para contemplar la posibilidad de una aten-

ción intersectorial para los casos de violencia.
●	 Acceder a RENIEC de menores. 
●	 Generar mayor registro de información sobre los casos de familia en el SIDPOL, sien-

do relevantes los casos de reincidencia de víctima.

iii.	 Investigación de delitos y accidentes de tránsito. Estas son áreas donde se pueden 
hacer aportes específicos para agilizar la tramitación de los casos y maximizar el tiem-
po de los recursos humanos, buscando de esta forma ser más efectivos y eficientes. 
Para ello, se proponen iniciativas de corto, mediano y largo plazo:

Objetivos 
específicos
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●	 Redefinir la atención en la primera línea de usuarios, a fin de que a la sección de 
delitos y faltas lleguen denunciantes previamente informados.

●	 Redefinir los procesos de trabajo en los equipos de investigación, a fin de maximizar 
el recurso “investigador”.

●	 Tener un convenio con SERPOST para las notificaciones de la comisaría.
●	 Simplificar la documentación producida por las secciones de delitos y faltas y de 

accidentes de tránsito.
●	 Contar con manuales actualizados para la investigación de delitos de mayor inci-

dencia.
●	 Diseñar e implementar indicadores sobre resultados de las secciones de investiga-

ción de delitos y faltas.
●	 Dar capacitación y normas para el registro de información en el SIDPOL, para los in-

vestigadores. 
●	 Asignar vehículos apropiados para cada realidad, dedicados a los investigadores y 

para conducir a personas que deben pasar dosaje etílico.
●	 Invertir en instrumentos de medición de alcoholemia para poder obtener resulta-

dos en corto plazo.
●	 Simplificar procedimientos en caso de accidentes leves cuya documentación es 

requerida solo para aseguradoras. 
●	 Elaborar un mapa de accidentes de tránsito para detectar puntos álgidos y estable-

cer estrategias de prevención. 
●	 Elaborar un protocolo de atención para representantes de aseguradoras.

iv.	 Trabajo con comunidad. Se proponen las siguientes acciones de corto, mediano y lar-
go plazo para fortalecer las Oficinas de Participación Ciudadana (OPC): 

●	 Rediseñar el modelo de operación de las OPC, a fin de tener una estrategia para la 
promoción de la participación ciudadana, en articulación con las otras funciones 
de la comisaría y las diferentes realidades delictivas y poblacionales.

●	 Contar con un manual de capacitación para la participación ciudadana estratégica 
en las comisarías, con tareas concretas a realizar por parte de la OPC así como por 
la ciudadanía.

●	 Elaborar herramientas de gestión de evaluación del desempeño que permitan me-
dir los resultados y productividad del trabajo de OPC, así como el impacto que tiene 
en la tasa de delincuencia y prevención del delito de la jurisdicción.

●	 Tener un fondo institucional para las campañas o acciones cívicas.
●	 Brindar capacitación policial comunitaria, con el objetivo de que todos los policías 

conozcan el trabajo que se realiza y puedan dialogar conjuntamente.
●	 Establecer un procedimiento de patrullaje mixto, con un plan de prevención de 

riesgos y procesamiento de información que pueda aportar insumos para la elabo-
ración del mapa del delito con el que se trabaje el patrullaje. 

v.	 Atención a usuarios. Un tema fundamental en la transformación del trabajo policial en 
las comisarías es incluir una revisión del trato a los ciudadanos en sus diversas necesi-
dades. Se proponen algunas de las múltiples iniciativas de corto, mediano y largo plazo: 

●	 Redefinir los procesos y flujos de atención en las comisarías. 
●	 Rediseñar la primera línea de atención a usuarios, a fin de que bajo un modelo es-

tandarizado se tengan protocolos detallados de sanidad. 
●	 Disponer la gratuidad de todas las copias de denuncias policiales (modificación del 

Decreto Legislativo 1246).
●	 Reubicar afiches informativos en la primera línea de atención.
●	 Colocar afiches sobre gratuidad de todos los procedimientos policiales y sobre de-

recho a un trato respetuoso en todas las áreas internas de las oficinas.
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E l principal obstáculo para la implementación de la propuesta es el apoyo del sector 
a la necesidad de transformación. Efectivamente, los reiterados cambios del lide-
razgo en el Ministerio del Interior y en la PNP tienen impactos sobre la capacidad 
real de implementación de iniciativas de mediano y largo plazo. Adicionalmente, la 

hiperburocratización de los procesos de trabajo en el marco policial limita el desarrollo de 
iniciativas vinculadas principalmente a la gestión. La transformación, que si bien parece 
circunscrita a un área del accionar de la PNP, en realidad afecta a toda la institución y con-
catena diversos aspectos plasmados en el Diagrama 1. 

La transformación del servicio policial en las comisarías trae de la mano una reforma 
del sistema de formación de la Policía, una readecuación de los sistemas de patrullaje, 
una apertura de los sistemas de información y una ampliación de los sistemas de control, 
monitoreo y evaluación. En este sentido, se requiere de una voluntad política sistemática 
por parte del Ejecutivo, que permita que el proyecto se implemente y se monitoree en 
instancias internas y externas. Esta situación debe ir de la mano de un proceso de planifi-
cación, especialmente vinculado a metas de productividad de las comisarías que integren 
resultados (detenidos, controles realizados) con el trabajo comunitario. 

La presencia de la COVID-19 es una oportunidad más que una barrera para la propuesta 
de política identificada como prioritaria, dado que las posibilidades de contagio requieren 
de una urgente revisión de los protocolos y mecanismos de gestión del lugar principal 
donde la ciudadanía se reúne con la Policía. Sin embargo, en el caos que trae la falta de 
planificación, se pueden tomar decisiones contradictorias que, en vez de establecer una 
respuesta común al problema, terminen consolidando problemas más que soluciones. 

La política tiene claras posibilidades de disminuir brechas en la relación de la Policía 
con grupos específicos (jóvenes de sectores populares e indígenas), dado que se de-
sarrollarían actividades específicamente destinadas a ellos. De igual forma, tiene la po-
sibilidad de mejorar el servicio policial a las mujeres víctimas de violencia que acuden a 
la comisaría para poner una denuncia. Estas posibilidades se vinculan nuevamente con 
el liderazgo que se otorgue a la implementación de los cambios y su definición como un 
conjunto estratégico y no como una sumatoria de acciones aisladas. 

Obstáculos de 
implementación de la 
política seleccionada

La transformación del servicio policial en las comisarías trae de la mano 
una reforma del sistema de formación de la Policía, una readecuación de 
los sistemas de patrullaje, una apertura de los sistemas de información 
y una ampliación de los sistemas de control, monitoreo y evaluación.
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D os son los elementos clave para asegurar la implementación de la propuesta. En 
primer lugar, está la consolidación de la asignación presupuestaria para la inicia-
tiva propuesta. Sin duda, los requerimientos son múltiples y las dificultades que 
enfrentará el Perú en el corto y mediano plazo serán enormes en términos finan-

cieros; sin embargo, la inversión en la mejora del servicio policial en el ámbito comunitario 
tiene beneficios en varios niveles, entre los que se identifica el mejoramiento del segui-
miento del gasto, la reducción de duplicaciones, el aumento de la calidad del servicio po-
licial, el mejoramiento de la relación con la comunidad e incluso la mayor pertinencia de 
los sistemas de patrullaje así como la mayor cobertura territorial de la presencia policial. 
La priorización de las comisarías requiere de una voluntad política clara por parte del Mi-
nistro del Interior, pero también de un compromiso del mando policial por potenciar lo que 
se define es el corazón del trabajo policial. 

En segundo lugar, se debe avanzar en consolidar mecanismos de articulación insti-
tucional sostenidos y eficaces, para potenciar la oferta pública que involucra el traba-
jo policial en comisarías. Ello incluye desde el trabajo con los CEM hasta las actividades 
de patrullaje integrado con el Serenazgo municipal, el desarrollo de iniciativas de siste-
matización de información delictual, la interconexión con el Ministerio Público para los 
procesos de investigación y la vinculación con los sectores sociales para los programas 
preventivos. En las últimas décadas, esta ha sido una de las principales debilidades del 
sector, por lo que no se propone que sea un objetivo integral de corto plazo sino uno que 
gradualmente se desarrolle. El principal problema no es el diseño sino la implementación y 
gestión de los mecanismos de articulación, los que en la actualidad existen, pero se con-
vierten en herramientas normativas, burocráticas y de limitado cumplimiento. 

Tomando en cuenta estos elementos, se plantea que la implementación de esta ini-
ciativa incluya cinco procesos en paralelo, que deberán ponerse en marcha para lograr 
los objetivos propuestos. Los procesos requieren revisiones al detalle para conocer las 
actividades necesarias. El siguiente esquema resume las acciones principales. 

Recomendaciones
para la implementación 
de la política

Diagrama 2. Proceso de implementación

Fuente y elaboración propias. 
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Para llevar a cabo el diseño e implementación de esta iniciativa, se propone la confor-
mación de un equipo de alto nivel interministerial (Presidencia del Consejo de Ministros, 
Ministerio del Interior, Ministerio de Economía y Finanzas, Ministerio de Justicia), que entre-
gue los lineamientos clave de trabajo y defina los espacios de colaboración en el diseño e 
implementación de las iniciativas. 

Adicionalmente, se requiere la constitución de una Comisión de Transformación de Co-
misarías, con especialistas dedicados al diseño e implementación de las medidas. Esta 
comisión debería contar con personal del MININTER y de la PNP que pueda identificar las 
posibles barreras de la implementación, así como las soluciones.  Monitorear y evaluar los 
procesos debería ser un área fundamental del trabajo a realizar. Se sugiere revisar posi-
bles aportes de organismos ―como el Banco Interamericano del Desarrollo― que pue-
dan permitir el desarrollo de mecanismos independientes para fortalecer los cambios. 

Esta es una política de nivel central, pero requiere para su mejor implementación la 
coordinación con gobiernos regionales y municipales. Esta coordinación podría potenciar 
los resultados de un mejor patrullaje (pensando en potenciar y mejorar el patrullaje inte-
grado o los sistemas de información conjuntos). De igual forma, podría establecer proto-
colos de actuación en situaciones críticas y especialmente en la colaboración durante el 
escenario de COVID-19, para el mantenimiento de espacios libres de hacinamiento o en-
frentar problemas de no cumplimiento de las reglas de distancia social. 

Se requiere la constitución de 
una Comisión de Transformación 
de Comisarías, con especialistas 
dedicados al diseño e 
implementación de las medidas. 
Esta comisión debería contar con 
personal del MININTER y de la PNP 
que pueda identificar las posibles 
barreras de la implementación, 
así como las soluciones.
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Hoja de ruta

D efinir una hoja de ruta2 para diseñar e implementar una política pública, con los 
grados de complejidad que implica el rediseño estructural del rol de las comisa-
rías en el Perú, requiere de una voluntad política sostenida a lo largo de todo el 
periodo gubernamental. Durante los primeros 100 días de gobierno, se necesita 

marcar los hitos clave que podrán permitir su implementación. Es importante que el pre-
sidente electo tenga en su plan de gobierno la intención de reformar o transformar la PNP, 
para permitir que esta iniciativa se convierta en una prioridad rápidamente. Como se pue-
de ver a continuación, los pasos a seguir durante los primeros 100 días son estructurales.

Si bien se proponen situaciones que parecen administrativas, las mismas requieren de 
un enorme esfuerzo político-administrativo que permita avanzar con la información ne-
cesaria para generar los cambios. Los encargados de la reforma deberían de esta forma 
tener el diseño legal, institucional, operativo y financiero definido al final del tercer mes de 
gobierno, para de esta forma empezar con las intervenciones detalladas. 

Diagrama 3. Acciones a 100 días de gobierno

Elaboración propia.

Elaboración propia.
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El plan de implementación de la reforma policial en comisarías debería incluir la totali-
dad del personal policial (formación), así como la infraestructura de comisarías y vehícu-
los dedicados al patrullaje. 

Los problemas de violencia, criminalidad e inseguridad que enfrentan los peruanos 
requieren de un Estado que, de forma articulada y planificada, responda a sus múltiples 
aristas y dificultades. En las últimas tres décadas, los intentos han sido diversos y los re-
sultados poco exitosos. El escenario de COVID-19 y post-COVID-19 marca un panorama es-
pecialmente gris en términos económicos y sociales en el país, que solo auguran posibles 
aumentos de la criminalidad. El tiempo para políticas mal diseñadas, la duplicación del 
gasto, la hiperburocratización de las respuestas y la bajísima eficiencia de las inversiones 
debe terminar. La priorización de la mejora de las comisarías es el primer escalón en un 
proceso de reforma integral del sector que podría incrementar las posibilidades reales de 
aumento de la seguridad objetiva y subjetiva de los peruanos.

Diagrama 4. Acciones al primer año

2	 La hoja de ruta dependerá del proceso de la COVID-19 y el escenario en el que la PNP se vea involucrada en términos de contagios y de-
dicación horaria. 
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Anexos
Anexo 1: Modelo organizacional propuesto para comisarías de 
Lima Metropolitana y ciudades capitales del Perú         

3	 No orienta a ciudadanos. Su función se restringe a la seguridad de la comisaría.
4	 Buzón de sugerencias y libro de reclamaciones. 

C
O

M
IS

AR
IO

ÁREA DE ORIENTACIÓN Y ATENCIÓN DE USUARIOS

DEPARTAMENTO 
DE PREVENCIÓN

DEPARTAMENTO DE GESTIÓN Y 
ANÁLISIS DEL CONOCIMIENTO POLICIAL 

DEPARTAMENTO 
DE INVESTIGACIÓN 

ÁREA DE GESTIÓN DE LOS RECURSOS DE LA COMISARÍA

Orientador 1    Orientador 2   Recepción denuncias 1   Recepción denuncias 2   Recepción denuncias 3

Funciones: (i) orientación de calidad a usuarios basada en escucha efectiva, 
(ii)derivación rápida a otras instancias en caso de no delitos ni faltas, (iii) recepción  
rápida de denuncias básicas (menos graves o complejas), (iv) entrega de copias de 

denuncias, (v) filtro de unidades internas

Afi
ch

es
 in

fo
rm

at
iv

os
Afi

ch
es

 in
fo

rm
at

iv
os

BS
 y

 L
R4

Guardia3

●	Sección de 
Patrullaje 

●	Sección de 
participación 
ciudadana

●	Sección de 
deitos y faltas 

●	Sección de 
familia 

●	Accidentes 
de tránsito

●	Sección de 
criminalística

●	Sección de estadísticas 
●	Sección de análisis del 

delito y la violencia 
●	Sección de monitoreo y 

evaluación del desempeño 
y resultados de la comisaría 

●	Area de gestión de los 
recursos de la comisaría

RR.HH.      SISTEMAS      VEHÍCULOS      LOGÍSTICA 

ÁREA DE GESTIÓN ADMINIISTRATIVA

M
ES

A 
ÚN

IC
A 

DE
 P

AR
TE

S
CE

NT
RA

L 
DE

 N
OT

IF
IC

AC
IÓ

NE
S

ARCHIVO DOCUMENTARIO    RESOLUCIONES 

MECANISMO DE ATENCIÓN TEMPRANA EFECTIVA QUE EVITA CONGESTIÓN DE ÁREAS INTERNAS

25REFORMA DEL ESTADO  Y G ESTIÓ N P ÚB LICA



ANEXO 2. Organigrama
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